
5160 Viernes 8 febrero 2002 BOE núm. 34

sión Interministerial de Ciencia y Tecnología las fórmulas
más apropiadas de colaboración con las Comunidades
Autónomas con el fin de elaborar y acordar con cada
una de ellas las propuestas de actuaciones conjuntas
que se consideren necesarias.

Séptimo. Presidencia de la Comisión.—En el primer
semestre desde la entrada en vigor de la presente Orden
Ministerial, la Presidencia de la Comisión Interministerial
corresponderá al Director general de Agricultura del
Ministerio de Agricultura, Pesca y Alimentación.

Octavo. Repercusión económica.—La creación y fun-
cionamiento de la Comisión Interministerial no supondrá
incremento alguno del gasto público.

Noveno. Entrada en vigor.—La presente Orden
Ministerial entrará en vigor el día siguiente al de su publi-
cación en el «Boletín Oficial del Estado».

Madrid, 5 de febrero de 2002.

LUCAS GIMÉNEZ

Excmo. Sr. Ministro de Agricultura, Pesca y Alimentación
y Excma. Sra. Ministra de Ciencia y Tecnología.

MINISTERIO DE ECONOMÍA

2510 CORRECCIÓN de errata de la Orden
ECO/126/2002, de 24 de enero, por la que
se dispone la creación de Deuda del Estado
durante el año 2002 y enero de 2003 y se
delegan determinadas facultades en el Direc-
tor general del Tesoro y Política Financiera.

Advertida errata en la Orden ECO/126/2002, de 24
de enero, por la que se dispone la creación de Deuda
del Estado durante el año 2002 y enero de 2003 y
se delegan determinadas facultades en el Director gene-
ral del Tesoro y Política Financiera, publicada en el «Bo-
letín Oficial del Estado» número 25, de 29 de enero
de 2002, se procede a efectuar la oportuna rectificación:

En la página 3527, en el punto 5.4.8.3, aparta-
do d), fórmula correspondiente al precio medio ponde-
rado redondeado, donde dice: «R = [(1 + r)n] × 100»,
debe decir: «R = [(1 + r)n — 1] × 100».

La presente corrección de errata deja sin efecto la
publicada en el «Boletín Oficial del Estado» número 33,
de 7 de febrero de 2002.

COMUNIDAD AUTÓNOMA
DE CATALUÑA

2511 LEY 25/2001, de 31 de diciembre, de la acce-
sión y la ocupación.

EL PRESIDENTE DE LA GENERALIDAD DE CATALUÑA

Sea notorio a todos los ciudadanos que el Parlamento
de Cataluña ha aprobado y yo, en nombre del Rey y
de acuerdo con lo que establece el artículo 33.2 del
Estatuto de Autonomía de Cataluña, promulgo la siguien-
te Ley 25/2001, de 31 de diciembre, de la accesión
y la ocupación.

PREÁMBULO

La presente Ley regula la accesión y la ocupación,
como títulos adquisitivos exclusivos del derecho de pro-
piedad.

En relación a la accesión, el título I establece unas
disposiciones generales y regula la accesión inmobiliaria
y la accesión mobiliaria.

En Cataluña, el derecho de accesión parte históri-
camente de unos principios que se hallan en el usaje
«si quis in alieno». Actualmente queda regulado por el
artículo 278 de la Compilación del Derecho Civil de Cata-
luña, que sólo establece el principio general de accesión
a favor de la persona propietaria del suelo y el derecho
de retención, y distingue entre los supuestos de buena
fe y mala fe.

La aplicación supletoria del Código Civil ha significado
que en muchos supuestos no se hayan aplicado los prin-
cipios tradicionales del Derecho catalán.

Por otro lado, la realidad actual y las nuevas técnicas
constructivas obligan a examinar, con respeto de la tra-
dición jurídica, las situaciones que pueden producirse
en la práctica y las excepciones que hay que prever,
distinguiendo, lógicamente, entre los supuestos de bue-
na fe y mala fe, y a solucionar los conflictos de intereses
según corresponda al suelo o a la construcción el valor
mayor. Es muy importante, pues, la regulación de las
construcciones extralimitadas, figura introducida por la
jurisprudencia a la que pueden darse soluciones de
indemnización como la adjudicación de pisos o locales
en régimen de propiedad horizontal.

La regulación de la accesión inmobiliaria parte de
dos fundamentos: la buena fe o la mala fe y el valor
mayor del suelo o de la construcción. Por otro lado, la
Ley mantiene como garantía el derecho de retención.

La accesión mobiliaria también es objeto de regu-
lación, atendiendo a los criterios de buena fe y mala
fe, y, entre los supuestos clásicos de adjunción, con-
mixtión y especificación, agrupa todos los casos bajo
el concepto de unión y establece a quién corresponden
la propiedad de las cosas y los derechos de resarcimiento
pertinentes.

Finalmente, la presente Ley, a fin de completar la
regulación de los títulos adquisitivos exclusivos de la
propiedad, dedica el título II a la ocupación. Esta regu-
lación tiene en cuenta la legislación especial sobre la
materia y procura establecer unas formulaciones y unas
indemnizaciones, especialmente en relación al descubri-
miento de objetos de especial valor y de objetos hallados,
más adecuadas a la realidad socioeconómica actual.

TÍTULO I

Accesión

CAPÍTULO I

Disposiciones generales

Artículo 1. Concepto.

La propiedad de un bien comporta la adquisición,
por accesión, de lo que se le une, de forma natural o
artificial, desde la incorporación, con la obligación de
pagar, si procede, la indemnización que corresponda,
de acuerdo con las disposiciones de la presente Ley.

Artículo 2. Regulación.

La accesión se rige por las disposiciones de la pre-
sente Ley, sin perjuicio de que los supuestos de accesión
que tengan una regulación especial se rijan por la legis-
lación que les sea aplicable.
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CAPÍTULO II

Accesión inmobiliaria

SECCIÓN 1.a TÍTULO ADQUISITIVO

Artículo 3. Adquisición.

Por derecho de accesión inmobiliaria pertenecen a
la persona propietaria de la finca las plantaciones, los
cultivos y las construcciones incluidos en la misma.

Artículo 4. Presunción.

Se presume, mientras no se pruebe lo contrario, que
las plantaciones, los cultivos y las construcciones en una
finca se llevan a cabo por la persona propietaria de los
mismos, a su cargo.

SECCIÓN 2.a PLANTACIONES, CULTIVOS Y CONSTRUCCIONES
EN SUELO AJENO DE BUENA FE

Artículo 5. Plantaciones y cultivos de larga duración.

1. La persona propietaria de la finca en la que otra
persona, de buena fe, ha efectuado plantaciones o cul-
tivos cuya explotación habitual, según la costumbre local,
se prolonga más allá del año agrícola en el que se han
efectuado, puede optar entre hacerlos suyos y abonar
los gastos u obligar a quien haya efectuado la plantación
o el cultivo a dejar la finca en el estado en que se hallaba
antes.

2. La facultad de opción que se otorga a la persona
propietaria de la finca ha de ejercerse en el plazo máximo
de un año. Si, transcurrido dicho plazo, ésta no ha ejer-
cido la facultad que le confiere el apartado 1, se presume
la existencia de un contrato de arrendamiento limitado
al tiempo en que la plantación o el cultivo sean pro-
ductivos, y, como máximo, de cuatro años desde que
se efectuaron.

Artículo 6. Plantaciones y cultivos de corta duración.

1. La persona propietaria de la finca en la que otra
persona, de buena fe, ha efectuado plantaciones o cul-
tivos cuya explotación habitual, según la costumbre local,
sólo se produce dentro del año agrícola en que se han
efectuado, puede optar entre hacerlos suyos y abonar
los gastos u obligar a quien ha hecho la plantación o
el cultivo a dejar la finca en el estado en que se hallaba
antes.

2. La facultad de opción que se otorga a la persona
propietaria de la finca debe ejercerse antes de que, de
acuerdo con la costumbre local, sea tiempo de hacer
la cosecha o la siega. Si, una vez transcurrido este plazo,
la persona propietaria de la finca no ha ejercido la facul-
tad que le confiere el apartado 1, ha de permitir a quien
ha hecho la plantación o el cultivo realizar la cosecha
o la siega si esta persona le ha abonado una cantidad
equivalente a la renta que correspondería por el tiempo
que haya hecho uso de la finca.

Artículo 7. Construcciones.

La persona propietaria de suelo en el que otra persona
ha hecho una construcción de buena fe puede optar
por hacer suya la construcción mediante el abono del
coste que haya originado dicha construcción u obligar
a la persona propietaria de la construcción a adquirir
el suelo al precio que acuerden ambas partes. En caso
de discrepancia, el precio del suelo ha de ser fijado por
un perito o perita que hayan designado de mutuo
acuerdo.

Artículo 8. Construcción extralimitada con valor supe-
rior del suelo.

1. La persona propietaria del suelo en el que otra
persona ha hecho una construcción y ha ocupado este
suelo total o parcialmente, de buena fe, si el valor del
suelo invadido es superior al de la construcción y del
suelo ajeno construido, puede optar entre hacer suya
la totalidad de la construcción y de la parte del suelo
ajeno, mediante el pago del coste de la obra, del resto
de gastos efectuados y el valor del suelo ajeno, u obligar
a la persona propietaria de la construcción a adquirir
la parte o la totalidad del suelo invadido.

2. La facultad de opción que otorga el apartado 1
a la persona propietaria del suelo caduca al cabo de
dos años de la finalización de la obra. Si, transcurrido
este plazo, la persona propietaria no ha ejercido esta
facultad de opción, la persona propietaria de la cons-
trucción ha de adquirir el suelo invadido.

Artículo 9. Construcción extralimitada con valor supe-
rior de la construcción.

1. Quien haya construido total o parcialmente en
suelo ajeno puede hacer suyos la construcción y el suelo
que haya invadido, de acuerdo con los requisitos
siguientes:

a) La construcción debe haber sido realizada de bue-
na fe. Hay buena fe si, en el momento en que se ha
iniciado la construcción, quien la ha construido se cree
que es la persona propietaria del suelo invadido y, hecha
la medición del proyecto técnico de edificación, ha com-
probado que no resulta lo contrario.

b) El valor de la construcción debe superar el valor
del suelo invadido.

c) La edificación ha de constituir una unidad arqui-
tectónica que no sea divisible materialmente.

d) La persona propietaria del suelo ha de ser indem-
nizada. El importe de la indemnización es el del resar-
cimiento del valor del suelo más los daños y perjuicios.

2. La persona propietaria del suelo puede obligar
a la persona propietaria de la construcción a comprarle
todo el solar invadido si éste no se puede dividir o si
el resto del suelo resulta inedificable o resulta una dis-
minución notable de su valor.

3. La persona propietaria del suelo puede optar por
una indemnización en especie, mediante la adjudicación
de pisos o locales cuando la finca construida sea sus-
ceptible de constituirse en régimen de propiedad hori-
zontal.

SECCIÓN 3.a PLANTACIONES, CULTIVOS Y CONSTRUCCIONES
DE MALA FE

Artículo 10. Actuación de mala fe de quien planta, cul-
tiva o construye.

1. La persona que ha hecho una plantación, un cul-
tivo o una construcción en suelo ajeno de mala fe pierde,
en beneficio de la persona propietaria del suelo, todo
lo que haya plantado, cultivado o construido en él, y
debe indemnizarla de los daños y perjuicios causados.

2. En los supuestos de construcciones extralimita-
das de mala fe, además de las facultades que otorgan
los artículos 8 y 9 a la persona propietaria, ésta puede
exigir a la persona que ha construido en su propiedad,
a cargo de esta última, la demolición de todo lo que
ha construido y el abono de la indemnización de los
daños y perjuicios.

3. La facultad que el apartado 2 otorga a la persona
propietaria del suelo caduca al cabo de dos años de
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la finalización de la obra. Si la persona que es la pro-
pietaria no ejerce dicha facultad, la persona que ha hecho
la construcción ha de adquirir el suelo invadido y ha
de abonar la indemnización de los daños y perjuicios
que corresponda.

Artículo 11. Actuación de mala fe de la persona pro-
pietaria del suelo.

1. La persona que ha hecho plantaciones o cultivos
de larga duración en suelo ajeno, si la persona propietaria
del suelo ha actuado de mala fe, puede abonar su valor
y adquirir el suelo u obligar a la persona titular de la
propiedad del suelo a adquirir la plantación, abonando
su valor, en ambos casos, con la indemnización de los
daños y perjuicios que corresponda.

2. La persona que ha hecho plantaciones o cultivos
de corta duración en suelo ajeno de buena fe, si la per-
sona propietaria del suelo ha actuado de mala fe, tiene
derecho a mantener allí el cultivo hasta que haya aca-
bado la cosecha.

3. La persona que ha construido total o parcialmen-
te en suelo ajeno de buena fe, si la persona titular de
la propiedad del suelo ha actuado de mala fe, tiene dere-
cho a adquirir el suelo construido mediante el abono
del valor de éste y ha de ser indemnizada de los daños
y perjuicios que le correspondan.

4. Se presume la mala fe de la persona propietaria
del suelo en caso de haber actuado a la vista de la
misma y que haya tenido conocimiento de ello, y no
se haya opuesto.

Artículo 12. Compensación de la mala fe.

Si tanto la persona propietaria del suelo como la per-
sona que ha hecho una plantación, un cultivo o una
construcción en el mismo actúan de mala fe, se les
aplican las reglas correspondientes a la actuación de
buena fe.

SECCIÓN 4.a PLANTACIONES, CULTIVOS O CONSTRUCCIONES EN FIN-
CA PROPIA CON PLANTAS, SEMILLAS O MATERIALES AJENOS

Artículo 13. Construcción en una finca propia con
materiales ajenos.

La persona que construye en una finca propia y, de
buena fe, utiliza materiales ajenos y resulta de ello una
obra inseparable e indivisible, hace suyos los materiales
mediante la entrega de materiales de la misma especie
y calidad y en la misma cantidad o con el pago de su
valor. Si la persona actúa de mala fe, además, debe
indemnizar de los daños y perjuicios causados.

Artículo 14. Construcción con materiales ajenos.

La persona titular de la propiedad de los materiales
utilizados en la edificación tiene acción para reclamar
su restitución o el pago a la persona que construye y,
subsidiariamente, a la persona titular de la propiedad
de la finca, si ésta ha adquirido, por accesión, la edi-
ficación que ha construido una tercera persona.

Artículo 15. Plantación y cultivo con plantas y semillas
ajenas.

Las disposiciones de los artículos 13 y 14 son apli-
cables a las plantaciones y a los cultivos realizados con
plantas y semillas ajenas.

SECCIÓN 5.a GARANTÍA

Artículo 16. Derecho de retención.

La persona que haya plantado, sembrado o construido
algo de buena fe en suelo ajeno puede ejercer el derecho
de retención de la plantación, el cultivo o la construcción
hasta que haya sido resarcida o indemnizada por ello.

Artículo 17. Extinción del derecho de retención.

El derecho de retención se extingue cuando la per-
sona propietaria de la finca reintegra, afianza o consigna
judicial o notarialmente el importe de la indemnización
o el resarcimiento.

CAPÍTULO III

Accesión mobiliaria

Artículo 18. Concepto.

Por derecho de accesión mobiliaria, pertenece a la
persona propietaria de una cosa principal lo accesorio
que se le adhiere, natural o artificialmente, y que se
integra en una sola cosa de forma indivisible, inseparable,
estable y duradera.

Artículo 19. Unión de buena fe.

1. La persona propietaria de la cosa principal que
ha actuado de buena fe adquiere la propiedad de la
cosa accesoria con el abono del valor de ésta, salvo
que haya un pacto al respecto.

2. La cosa principal es la que determina la esencia
y la función del todo o la que tiene más valor.

Artículo 20. Presunción de buena fe.

Hay buena fe si la persona que ha llevado a cabo
la unión tiene la convicción de que es propietaria de
la cosa y no tenía medios racionales para suponer que
ésta pertenecía a una tercera persona.

Artículo 21. Actuación de mala fe.

1. Si la persona propietaria de la cosa principal ha
actuado de mala fe, la que es propietaria de la cosa
accesoria puede adquirir la cosa principal si abona su
valor, o bien puede obligar a la persona propietaria de
la cosa principal a adquirir la accesoria, abonando su
valor, y, en este último caso, con la indemnización de
los daños y perjuicios que corresponda.

2. Si la persona propietaria de la cosa accesoria
ha actuado de mala fe no tiene derecho a ser resarcida.

3. Si ambas personas propietarias han actuado de
mala fe, la propiedad de la cosa queda atribuida como
si ambas hubieran actuado de buena fe.

Artículo 22. Unión voluntaria o casual.

1. Si se unen dos cosas o más por voluntad de
las personas que son sus propietarias, o por voluntad
de una sola, de buena fe, o de forma casual, y resulta
de ello una cosa indivisible e inseparable, la propiedad
corresponde a las personas propietarias en comunidad
ordinaria, según la proporción del valor de las cosas
unidas.

2. Si las personas propietarias de la cosa resultante
a que se refiere el apartado 1 no quieren continuar en
comunidad ordinaria, corresponde la propiedad a aquella
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que tenga más participación, o, si ésta no la quiere, a
quien tenga menos, en todos los casos con el abono
de las cuotas respectivas. En el caso de que ninguna
de las dos personas la quiera, la cosa resultante se
ha de vender en subasta pública y ambas personas se
han de repartir el precio que se haya obtenido.

3. Si la unión a que se refiere el apartado 1 se hace
por voluntad de una sola persona que actúa de mala
fe, ésta pierde la propiedad de la cosa resultante y ha
de indemnizar de los daños y perjuicios causados.

Artículo 23. Utilización de materiales ajenos.

Quien, de buena fe, utiliza materiales ajenos, total
o parcialmente, para hacer una cosa nueva, los hace
suyos mediante la entrega de materiales de la misma
especie y calidad y en la misma cantidad o mediante
el pago del valor de éstos. Si la persona actúa de mala
fe, ha de indemnizar, además, de los daños y perjuicios
causados.

TÍTULO II

Ocupación

Artículo 24. Adquisición por ocupación.

1. Por ocupación, sin perjuicio de lo que establecen
los artículos 25 y 26 y demás disposiciones que les
sean aplicables por razón de la materia, pueden adqui-
rirse:

a) Las cosas muebles corporales que nunca han
tenido propietario.

b) Las cosas muebles corporales que, abandonadas
por la persona que es su propietaria, son susceptibles
de apropiación mediante un acto material.

c) Las cosas muebles corporales perdidas, ocultas
o presumiblemente abandonadas, respecto a las cuales
la persona que es su propietaria no ha formulado denun-
cia o reclamación alguna.

d) Los animales que pueden ser objeto de caza y
pesca.

2. No se pueden adquirir por ocupación:

a) Los objetos muebles sobre los cuales existe algún
elemento o indicio que permita la identificación de la
persona que es su propietaria.

b) Los títulos valores, efectos y objetos depositados
en entidades bancarias o de crédito.

Artículo 25. Descubrimiento o hallazgo de objetos de
valor especial.

1. Los objetos de valor especial que hayan perma-
necido ocultos cuya persona propietaria sea desconocida
pertenecen a la persona propietaria de la finca en que
se hallan.

2. La persona que haya hallado un objeto oculto
de especial valor tiene derecho a recibir en metálico
una cantidad equivalente a la mitad del valor del objeto
hallado.

3. El descubrimiento o hallazgo de objetos de valor
cultural, histórico, arqueológico o artístico, o por razón
de prospecciones o excavaciones, se rige por la legis-
lación especial que le sea aplicable.

Artículo 26. Objetos hallados.

1. El hallazgo de animales u objetos muebles cor-
porales que, por las características, las posibilidades de
identificación, el estado de conservación, la función o

el destino económico respectivo, son habitualmente
poseídos por alguien, comporta el deber de restituirlos
a la persona que es su propietaria.

2. Si la persona propietaria de los objetos o animales
a que se refiere el apartado 1 es desconocida, se ha
de comunicar el hallazgo al ayuntamiento del término
municipal donde éste se ha producido, el cual ha de
depositar el objeto o el animal en el establecimiento
que determine, durante un plazo de seis meses, le ha
de dar la publicidad suficiente y, además, lo ha de noti-
ficar a las autoridades o entidades públicas correspon-
dientes cuando las características del objeto o el animal
hallados así lo requieran.

3. Si ha transcurrido el plazo establecido por el apar-
tado 2 y la persona que es propietaria del objeto o el
animal hallados no se ha presentado:

a) El objeto o el animal se entrega a quien lo haya
hallado, previo pago de los gastos causados por la cus-
todia, la conservación y la entrega.

b) En el caso de que el valor establecido por tasación
del objeto o el animal sea superior a 2.000 euros, se
vende en subasta pública, a cargo del ayuntamiento,
y la persona que lo ha hallado tiene derecho a recibir
esta cantidad y, además, una cuarta parte del exceso
que se pueda obtener en la subasta, y el resto queda
a disposición del ayuntamiento. En el caso de que el
precio del remate no supere los 2.000 euros o si no
se ha hecho la adjudicación del objeto o el animal, la
persona que lo ha hallado tiene derecho a que esta can-
tidad le sea entregada, y ha de abonar los gastos de
la subasta.

c) La persona propietaria no tiene acción contra la
que ha hecho el hallazgo de buena fe ni contra la persona
que ha sido su adjudicataria para reivindicar el objeto
o el animal perdido.

4. Si, dentro del plazo establecido por el apartado 2,
la persona propietaria del objeto o el animal hallados
se presenta:

a) Se le ha de entregar el objeto o el animal perdidos,
con el abono previo de los gastos ocasionados por la
custodia, la conservación y la entrega.

b) Ha de pagar el 10 por 100 de su valor a la persona
que, actuando de buena fe, ha hecho el hallazgo. En
el caso de que el valor sea superior a 2.000 euros, el
porcentaje del exceso se reduce al 4 por 100.

5. El mismo derecho establecido por el apartado 4.b
corresponde a la persona que, actuando de buena fe,
ha hallado el objeto o el animal cuando lo restituye direc-
tamente a la persona que es su propietaria, salvo que,
si procede, prefiera la recompensa pública que esta per-
sona haya ofrecido.

6. Lo que establece el presente artículo por lo que
respecta a los animales hallados debe entenderse sin
perjuicio de la legislación especial en materia de pro-
tección de los animales.

Disposición final primera. Derogatoria.

Se deroga el artículo 278 de la Compilación del Dere-
cho Civil de Cataluña.

Disposición final segunda. Entrada en vigor.

La presente Ley entrará en vigor a los tres meses
de su publicación en el «Diario Oficial de la Generalidad
de Cataluña».

Por tanto, ordeno que todos los ciudadanos a los
que sea de aplicación esta Ley cooperen en su cum-
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plimiento y que los tribunales y autoridades a los que
corresponda la hagan cumplir.

Palacio de la Generalidad, 31 de diciembre de 2001.

JOSEP-DELFÍ GUÀRDIA I CANELA,
Consejero de Justicia

JORDI PUJOL,
Presidente

(Publicada en el «Diario Oficial de la Generalidad de Cataluña»
número 3556, de 18 de enero de 2002)

2512 LEY 26/2001, de 31 de diciembre, de Coo-
peración al Desarrollo.

EL PRESIDENTE DE LA GENERALIDAD DE CATALUÑA

Sea notorio a todos los ciudadanos que el Parlamento
de Cataluña ha aprobado y yo, en nombre del Rey y
de acuerdo con lo que establece el artículo 33.2 del
Estatuto de Autonomía de Cataluña, promulgo la siguien-
te Ley 26/2001, de 31 de diciembre, de Cooperación
al Desarrollo.

PREÁMBULO

La ayuda al desarrollo es un componente fundamental
del orden y la cooperación internacionales diseñados
después de la Segunda Guerra Mundial para asegurar
la estabilidad política y el bienestar a todos los pueblos
del mundo. Después de cincuenta años de esfuerzos
los resultados son muy diversos. Por una parte, el avance
producido tanto en términos de desarrollo económico
como de desarrollo humano es innegable. Por otra parte,
las bolsas inmensas de pobreza y privación, la ingober-
nabilidad de tantos territorios y la emergencia de nuevos
conflictos de una crueldad pasmosa, la continuada opre-
sión por razones de sexo, raza o etnia, cultura, religión
o edad, la amenaza de insostenibilidad medioambiental
de los modelos de desarrollo y consumo vigentes y la
desigualdad económica creciente, tanto entre los países
como en el interior de éstos, hacen hoy más necesario
que nunca relanzar el esfuerzo internacional de coope-
ración al desarrollo y solidaridad internacional, buscando
un nuevo modelo de crecimiento que permita la erra-
dicación de la pobreza y las causas que la generan.

Como dice el informe sobre desarrollo humano del
Programa de las Naciones Unidas para el Desarrollo
(PNUD) para el 1999, no se pueden negar los avances
producidos en las últimas décadas: El mundo en general
ofrece hoy muchas más oportunidades para la gente
que hace veinte o cincuenta años. Desde 1965 la mor-
talidad infantil se ha reducido a más de la mitad y la
esperanza de vida ha aumentado en una década. En
los países en desarrollo, la matriculación combinada en
la enseñanza primaria y secundaria se ha duplicado y
más, y la proporción de niños en la enseñanza primaria
ha pasado de menos de la mitad a más de las tres cuartas
partes. La tasa de alfabetización ha pasado del 47
por 100 en 1970 al 72 por 100 en 1997.

A pesar de los progresos reseñados, en el mundo
hay privaciones y desigualdades inmensas, especialmen-
te en los países en desarrollo, donde más de una cuarta
parte de los cuatro mil quinientos millones de personas
que viven en ellos no cuenta con algunas de las opciones
más básicas de la vida: Sobrevivir después de los cua-
renta años y acceder a los servicios públicos y privados
mínimos. Se estima que mil trescientos millones de per-
sonas viven en la pobreza absoluta, con un ingreso infe-
rior a un dólar diario. Estas privaciones y desigualdades
se podrían agravar por la forma rápida y desequilibrada
en que se produce la globalización. Las diferencias de

ingresos entre la gente y los países más pobres y más
ricos continúan aumentando siguiendo una tendencia
de hace dos siglos que es necesario romper: En 1960
el 20 por 100 más rico de la población mundial tenía
treinta veces el ingreso del 20 por 100 más pobre; en
1997 la diferencia había aumentado a setenta y cuatro
veces. La globalización puede producir, así, no sólo inte-
gración económica, sino también fragmentación y mar-
ginación social. La desigualdad unida al cambio súbito
en la economía y en las pautas culturales y de com-
portamiento plantea nuevas amenazas a la seguridad
humana: Paro y marginación, criminalidad internacional,
sida y nuevas epidemias, inseguridad de los mercados
financieros, recalentamiento de la atmósfera. Ante estos
viejos y nuevos retos es necesario un mayor y renovado
esfuerzo de cooperación internacional, que deberá ser
protagonizado ya no sólo por los Gobiernos, sino también
por los Organismos internacionales, las Comunidades,
las asociaciones, las organizaciones no gubernamentales
para el desarrollo, las empresas y otros agentes de coo-
peración, todos los cuales han de integrar una verdadera
comunidad internacional para el desarrollo.

Cataluña ha de mejorar también su responsabilidad
en la construcción de una comunidad internacional más
segura, justa, rica y solidaria. Hoy no se puede construir
un proyecto nacional creíble ni una sociedad democrá-
tica avanzada sin participar activa y decididamente en
la construcción de un orden internacional más justo y
solidario. La paz, la libertad, la dignidad de la persona,
el trabajo, la justicia y el respeto al pluralismo son valores
que fundamentan la convivencia y el progreso. Estos
valores se han de proyectar internacionalmente por
medio de las iniciativas de cooperación y solidaridad
internacionales de la comunidad catalana para el
desarrollo, integrada por un tejido vibrante de agentes
de cooperación cuya acción ha de ser reconocida, impul-
sada y complementada por la actividad de la Generalidad
y de los entes locales de Cataluña. En este sentido, la
presente Ley refleja la voluntad de contribuir desde Cata-
luña al cumplimiento de los compromisos asumidos por
los países desarrollados, en el marco de las Naciones Uni-
das, de destinar el 0,7 por 100 del producto interior bruto
al desarrollo de los países y los pueblos en desarrollo.

En el contexto institucional actual, el compromiso por
la solidaridad y el desarrollo se expresa, por una parte,
en la contribución fiscal de los catalanes a los Presu-
puestos del Estado español aplicados a estos ámbitos.
Esto no ha impedido, por otra parte, que, desde la recu-
peración de la democracia, tanto la Generalidad como
los entes locales hayan desarrollado paulatinamente polí-
ticas de cooperación que expresan la voluntad cívica
de hacer una Cataluña más solidaria y abierta a los pro-
blemas globales actuales. La experiencia ganada y los
avances conseguidos son notorios. En este sentido, la
cooperación oficial descentralizada impulsada en Cata-
luña y desde Cataluña ha sido positivamente valorada
en el informe del Comité de Ayuda al Desarrollo (CAD)
de la Organización para la Cooperación y el Desarrollo
Económicos (OCDE) del año 1998. Con todo, es nece-
sario reconocer que muchos de estos primeros esfuerzos
han sido fragmentarios e insuficientes. No podía ser de
otra forma, considerando el carácter nuevo de esta polí-
tica en nuestra historia. Hemos aprendido que eran nece-
sarias la planificación y la estrategia en la acción de
las Administraciones y que se pueden mejorar las capa-
cidades operativas tanto de la actuación administrativa
como de los agentes de cooperación; que son necesarias
más coordinación y colaboración interadministrativas y
con la sociedad civil; que es necesario garantizar la efi-
cacia de la ayuda dispensada y la coherencia con otras
políticas públicas catalanas; que es necesario aumentar
sustancial y progresivamente los recursos destinados a
esta finalidad.


